
“Yo le dije a mi sobrino que nos
entráramos para jugar unos ‘Free
Fire’, pero él no quiso entrar, yo
entré a mi domicilio. Habrán pa-
sado unos tres minutos y escucho
un auto que frena fuerte, y luego
escuché como 100 disparos, co-
mo una ráfaga, eran como puras
pistolas automáticas”. Ese es par-
te del relato de la estremecedora
noche del 14 de julio de 2024 en
Quilicura.

Las palabras eran del tío de una
de las cuatro víctimas fatales, to-
dos menores de edad, que dejó la
balacera registrada ese día duran-
te la celebración de un cumplea-
ños familiar. Un grupo de jóvenes
había salido a una plaza cercana
para continuar la noche entre ri-
sas y al calor de una fogata, pero
poco antes de medianoche apare-
ce un vehículo por Pasaje 3, con
luces encendidas.

“No le dimos importancia y se-
guimos compartiendo, hasta que
cinco a 10 minutos después el ve-
hículo se va y regresa por calle
Manuel Antonio Matta, (...) bajan
los vidrios del costado izquierdo
y los sujetos del interior efectúan
una ráfaga de disparos”, describe
otro testigo.

Tres de las víctimas de esa no-
che tenían 16 años y la cuarta, so-
lo 13 años. El caso provocó con-
moción pública y —junto con
una balacera en Lampa con cin-
co fallecidos, aunque adultos—
marcó 2024 y significó una mo-
dificación al “Plan Calles sin vio-
lencia”.

n “Se requiere fortalecer 
los mecanismos de 
prevención y de control”

El último boletín estadístico di-
vulgado por la Fiscalía Nacional
arroja que el año pasado ingresa-
ron al sistema del Ministerio Pú-
blico causas de homicidios cuyas
víctimas son menores de edad
—113 mujeres y 238 hombres—,
considerando tres variantes: crí-
menes consumados, frustrados y
tentados. En total, sumaban 351
niños y adolescentes. 

Es decir, el alza entre 2023
—cuando se contabilizaron 279
casos— y el año recién pasado fue
del 25,8%. Ahora, si se comparan
los últimos 12 meses con igual pe-
ríodo de 2022, el incremento es
más significativo, del 43,8% (ver
infografía).

Se trata de cifras que preocu-
pan, porque el alza se mantiene
en el tiempo, según los datos del
Ministerio Público. 

En julio del año pasado, el fiscal
nacional, Ángel Valencia, comen-
taba, por ejemplo, en una entre-
vista con “El Mercurio” la inquie-
tud que le generaba la situación
de los niños, niñas y adolescentes,
aunque refería en esa oportuni-
dad solo a la estadística de asesi-
natos consumados que afectaban
a menores de edad. 

“La preocupación pública evi-
dente respecto de la cantidad de
homicidios de los que estaban
siendo víctimas niños, niñas y
adolescentes tiene sustento en la
realidad: en 2023 aumentó la can-
tidad de niños víctimas de homi-
cidios respecto de 2022. O sea,
bajó la cantidad de homicidios y
tenemos más homicidios esclare-
cidos, etcétera, pero aumentó la
cantidad de homicidios en los
cuales los niños son víctimas. En
2022 tuvimos 54 casos de niños
que fallecieron en homicidios, en
2023 pasamos a 66. Eso represen-
ta un alza en la tasa del 23% (de
1,2 a 1,5, respectivamente)”, ad-

vertía Valencia.
Francisco Estrada, exdirector

del Sename, propone, ante este
“preocupante” y “significativo
incremento de menores víctimas
de homicidio en alguna de sus
formas”, que “el Estado asuma la
gravedad del tema conformando
una mesa específica, interagen-
cias, con presencia de sociedad ci-
vil y expertos”. 

Además menciona que “se re-
quiere fortalecer los mecanismos
de prevención y los de control”, y
que “es necesaria mayor inteli-
gencia respecto a los menores de
edad involucrados en el crimen
organizado”.

En la misma línea, plantea Es-
trada, “los distintos actores insti-
tucionales deben incorporar el
enfoque de derechos de la niñez
en sus anuarios institucionales,
desglosando las cifras de niños y
niñas víctimas. Esto es extensible,
en particular, al Poder Judicial,
Fiscalía de Chile, las policías, el
Servicio de Protección Especiali-
zada y las Corporaciones de Asis-
tencia Judicial”.

n Retrocede la violencia
intrafamiliar como 
causa de estos crímenes

Por otro lado, los datos reuni-
dos por el Ministerio Público
también permiten revisar los ca-
sos que involucran violencia in-
trafamiliar (VIF) (homicidios, pa-
rricidios o femicidios, también en
calidad de consumados, frustra-
dos o tentados). De los 351 vícti-
mas ingresadas en 2024, 48 co-
rresponden a VIF, el 13,6%. Pro-

sando en el país, como el inci-
piente desarrollo de drogas sinté-
ticas en laboratorios locales, ha
derivado en la relación con redes
de narcotráfico internacional, que
se caracterizan por un ingreso
fuerte a nivel territorial, lo que
deriva en un dominio y control a
gran velocidad, donde rompen la
cohesión social, a través del invo-
lucramiento delictivo de niños y
jóvenes”. 

Esto, según Sánchez, se expli-
ca por tres razones: la ley penal
adolescente tiene penas menos
gravosas; medidas de coacción
a la cooperación con autorida-
des, que se traduce en que “nin-
gún papá, ninguna mamá, nin-
guna abuelita, va a cooperar
con la autoridad sabiendo las
consecuencias que eso va a tra-
er para su niño” y, en último
punto, el reclutamiento de me-
nores de edad “se utiliza para
entorpecer los tiempos de in-
vestigación al estar limitados
por la protección legal a la ni-
ñez, acortando significativa-
mente los plazos y afectando al
trabajo de los persecutores”.

n El Estado no ha podido
“llegar oportunamente” a
mitigar factores de riesgo

Mientras que el investigador
de LyD sostiene que el incre-
mento “confirma lo que se ha
ido viendo en el año, una mayor
participación de jóvenes en he-
chos de violencia, ya sea como
víctimas o victimarios. El reclu-
tamiento de menores de edad
por parte del crimen organizado
y las bandas delictuales es un fe-
nómeno que no podemos pasar
por alto. En esa línea, se requiere
contar con mecanismos de alerta
temprana, que permitan identi-
ficar, por ejemplo, a aquellos jó-
venes que muestran altos nive-
les de ausentismo o desertan de
la educación”.

Sobre este último punto, Sán-
chez también hace énfasis en
que “el Estado no ha sido capaz
de llegar oportunamente a miti-
gar estos factores de riesgo con
una oferta completa, de carácter
preventivo”.

Expertos responsabilizan al “crimen organizado” y piden al Estado una “mesa específica”:

Niños y adolescentes víctimas de
homicidios consumados y frustrados
aumentan un 43% en dos años

EDUARDO CANDIA

Se trata de cifras que preocupan, porque el alza se mantiene en el tiempo, según datos del Ministerio
Público. Los casos pasaron de 244 a 351 en los períodos analizados. 

BALACERA.— A mediados del año pasado murieron cuatro adolescentes, de
entre 13 y 16 años, durante una balacera en Quilicura. 
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El impacto de una bala cerca de
donde se produjo el tiroteo. 
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porción casi invariable compara-
da con el 15,4% de 2023 y el 13,9%
del año 2022.

Sobre este último punto, desde
Libertad y Desarrollo (LyD),
Francisco Alcorta advierte que
“la proporción de VIF se mantie-
ne similar, aunque con un des-
censo en el último año, lo que
puede indicar un cambio en las
dinámicas de estos hechos, pu-
diendo estar vinculados con en-
frentamientos u otros hechos aso-
ciados a bandas o crimen organi-
zado”.

En cambio, para Estrada hay
una explicación judicial tras la ba-
ja proporción, y señala que “hay
una responsabilidad de los juzga-
dos de familia en aplicar el proce-
dimiento de violencia intrafami-
liar cuando las víctimas son niños
o niñas. Hay juezas que piensan
que no procede y esa creencia es
contraria a la ley y al deber de
proteger”. 

Asimismo, asegura el exdirec-
tor de Sename, “la nueva ley de
violencia de género establece ex-
plícitamente que pueden aplicar-
se las medidas cautelares del artí-
culo 71 de la ley de tribunales de
familia en protección de niños y
niñas, desde el procedimiento de
la Ley 21.675, ha sido dejado sin
aplicación por el Poder Judicial
por razones de inadecuación de
su sistema informático”.

n Suben los imputados 
jóvenes en este tipo de 
delitos durante 2024

Paralelamente, así como au-
mentaron las víctimas en este ti-
po de delitos, también se dio un
incremento de los jóvenes infrac-
tores de ley, asociados como vic-
timarios a homicidios consuma-
dos, frustrados y tentados.

Se contabilizan los ingresos en
que participan adolescentes de 14
y 17 años. Así, si bien en 2023 ba-
jaron a 134 respecto de los 138 del
2022, en 2024 se registró un alza
de 183 infractores (ver infografía).

Marcelo Sánchez, gerente ge-
neral de Fundación San Carlos de
Maipo, menciona que “el cambio
en las rutas del narcotráfico y en
el tipo de drogas que está ingre-
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Desde los últimos días del feria-
do de Fiestas Patrias del año pasa-
do hasta este lunes han transcurri-
do cerca de cinco meses. El exsub-
secretario del Interior, Manuel
Monsalve, se encuentra en el ane-
xo penitenciario Capitán Yáber
desde que fue formalizado —en
noviembre— por violación y abu-
so sexual, delitos que habría co-
metido entre la noche del 22 de
septiembre y la mañana del 23, en
el Hotel Panamericano, donde so-
lía hospedarse en el centro de San-
tiago, de acuerdo con los antece-
dentes reunidos por la fiscalía. 

La víctima había sido una de
sus subalternas en la repartición
que la exautoridad debió abando-
nar en medio de la polémica y los
cuestionamientos que surgieron
cuando se conoció públicamente
la existencia de una denuncia, en
que ella le atribuía estos ilícitos de
carácter sexual, y de una investi-
gación penal en su contra. 

Monsalve se ha defendido, ha
negado las conductas que se le
imputan, pero sigue sujeto a la
cautelar más gravosa del sistema,
y ayer sumó una nueva denuncia.

La víctima presentó ante el 2°
Juzgado de Letras del Trabajo de
Santiago una acción de tutela la-
boral, por vulneración de dere-
chos fundamentales, en la que
acusa, entre otras cosas, “negli-
gencia” de la Subsecretaría del In-
terior en su caso.

n “Actos y omisiones 
ocurridos durante la vigencia
de su relación contractual”

Solo una carilla tiene la comu-
nicación pública de los abogados
Rodrigo Azócar y Romina Urzúa,
que representan a la denunciante.
El objetivo era informar de la ac-
ción judicial y sus fines, dado que,
recientemente, el tribunal la había
acogido a tramitación 

La presentación incluía dos
elementos clave. Por una parte, la
denunciante declara buscar “jus-
ticia y reparación”, dada la situa-
ción a la se vio sometida en la re-
partición; por otra, también in-
tenta que la subsecretaría y el
aparato público en general adop-
ten medidas que eviten —o tien-
dan a evitar— nuevos casos de
esta naturaleza.

“Esta denuncia laboral se inter-
pone contra la Subsecretaría del

Interior, como empleador de la
víctima, por los actos y omisiones
ocurridos durante la vigencia de
su relación contractual con dicha
entidad, la cual no tiene por obje-
to obtener indemnizaciones o be-
neficios de carácter económico, si-
no otro tipo de declaraciones y/o
reparaciones, según se detallará.
Esta denuncia laboral se suma al
proceso penal que busca perse-
guir la responsabilidad del exsub-
secretario Monsalve”, se lee en la
comunicación.

Puntualizan, además, los pro-
fesionales que “se nos ha solicita-
do por la víctima y su familia co-
municar públicamente la presen-
tación de esta denuncia de tutela
laboral, con la que se busca obte-
ner justicia y reparación, para
que se adopten medidas ante el
perjuicio y las vulneraciones de
derechos fundamentales que ella
sufrió y evitar que situaciones co-
mo las que vivió puedan volver a
repetirse, especialmente en el
sector público”.

n Se “ha afectado 
gravemente la integridad
psíquica y física”

En la denuncia se solicita que el

tribunal laboral declare que la de-
nunciante “posee un vínculo de
subordinación y dependencia con
su empleador, debiendo este últi-
mo plasmar contractualmente di-
cha circunstancia”.

También, que durante la vigen-
cia de su relación laboral, “la Sub-
secretaría del Interior ha vulnera-
do sus derechos fundamentales,
conforme a los hechos expuestos
en la denuncia presentada”.

Además, se plantea que la sub-
secretaría “ha incurrido en actos
vulneratorios de connotación se-
xual de carácter laboral del artícu-
lo 2 del Código del Trabajo, lo que
ha afectado gravemente la inte-
gridad psíquica y física de nuestra
representada, así como su libertad
de trabajo y su derecho a la no dis-
criminación.

“La Subsecretaría del Interior
—advierte el mismo texto— ac-
tuó con negligencia al no tomar
medidas adecuadas frente a los
actos de acoso sexual sufridos
por la víctima, tal como se expli-
ca en el caso, sin perjuicio de los
delitos que se encuentran siendo
investigados”.

Asimismo, se sostiene que la
“Subsecretaría del Interior es res-

ponsable de los daños y perjuicios
sufridos por nuestra representa-
da, tanto los ya ocurridos como
los que persisten, derivados de es-
tos actos de vulneración de dere-
chos fundamentales”.

Ahora, si bien no se busca dine-
ro, los abogados señalan que es
clave que Interior adopte “medi-
das para reparar y garantizar la
integridad física y síquica de la
víctima”. Y no solo esas, añaden,
sino también que “se establezcan
medidas efectivas para prevenir y
erradicar el acoso sexual y otras
formas de violencia en el trabajo
en el sector público, protegiendo
los derechos laborales y funda-
mentales de todas las trabajadoras
y trabajadores”.

n “Las reflexiones, los mea

culpa, las medidas que se han
adoptado”, según Interior

La representación de la Subse-
cretaría del Interior, que ahora es
encabezada por Luis Cordero, fue
asumida por el Consejo de Defen-
sa del Estado (CDE). 

Consultado por la acción, el
subsecretario expresó que “las re-
flexiones, los mea culpa, las medi-
das que se han adoptado, las omi-
siones que pudieron haber existi-
do, son todos antecedentes que se
han entregado a la comisión in-
vestigadora. Solo recordar que la
víctima ha sido una permanente
preocupación por parte del Eje-
cutivo (...), ella mantiene su con-
trato vigente con el Ministerio del
Interior”. La denunciante, no
obstante, se encuentra hoy con li-
cencia médica.

Se ingresó al 2° Juzgado del Trabajo de Santiago, que ya la acogió a trámite

“Negligencia” de Subsecretaría de
Interior y búsqueda de reparación:
Las claves de la nueva denuncia de
la víctima del caso Monsalve 

Quien fuera la subalterna de la exautoridad dice, en su presentación, que no intenta
conseguir una indemnización económica, sino que se adopten medidas que garanticen
su integridad física y psíquica y, a su vez, eviten la repetición de situaciones similares.
La acción por vulneración de derechos fundamentales se suma a la indagación penal. 

A. CH. 

El exsubsecretario del Interior, Manuel Monsalve, permanece en el anexo
penitenciario Capitán Yáber. La denunciante, si bien no ha renunciado a su pues-
to en la repartición, se encuentra haciendo uso de una licencia médica.
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